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• 2001: El alojamiento y la vivienda de los trabajadores inmigrantes en el poniente almeriense y campos de 
Nijar: En el que se analizaron las condiciones de alojamiento de los migrantes en poblados chabolistas y 
los riesgos que esto suponía para la población residente.

• 2001: El alojamiento y la vivienda de los trabajadores inmigrantes en la provincia de Huelva, tras comprobar 
que los asentamientos se habían reproducido en los pueblos freseros alertaban y recomendaban a las 
administraciones que se adoptaran las medidas oportunas para impedir la situación detectada en Huelva. 
Años después hemos podido comprobar que existen asentamientos cronificados en el tiempo.

• 2005: Inmigración en la provincia de Granada con un enfoque más generalista ya se detectaba la grave 
carencia a la que se enfrentan los inmigrantes en cuanto a alojamientos y viviendas.

En este informe anual se aborda el arraigo social, como vía de acceso a la residencia regular y la situación 
de los temporeros migrantes con especial atención a las condiciones de vida y alojamiento en provincias 
con una elevada demanda de mano de obra agrícola, como son Huelva y Jaén.

1.11.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite
En 2021, las cuestiones que han sido objeto de queja en esta Institución han girado en torno a la emisión 

de los informes de inserción social ante las Corporaciones Locales, dificultades con el empadronamiento 
o los recursos de primera necesidad de los migrantes que residen en los asentamientos.

Otras situaciones como las dilaciones en la tramitación de los expedientes de nacionalidad o el trato 
recibido en nuestras Misiones Consulares han sido remitidas al Defensor del Pueblo Estatal, tal y como se 
da cuenta en el epígrafe correspondiente de este informe.

Y, a diferencia de otros años, no se han trasladado problemas relacionados con la primera acogida, como 
sí ocurriera en ejercicios anteriores en los que solicitaban nuestra intervención por carencias en la atención 
de los migrantes recién llegados a nuestro territorio, especialmente por vía marítima.

1.11.2.1. Vías de acceso a la residencia regular de los extranjeros

1.11.2.1.1. Arraigo social: informes de inserción

La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social en su artículo 31.3 establece que la Administración podrá conceder una autorización de 
residencia temporal por situación de arraigo.

El arraigo es una autorización de residencia temporal por circunstancias excepcionales que se podrá 
conceder a ciudadanos extranjeros que se hallen en España y, o bien tengan vínculos familiares o estén 
integrados socialmente.

En su desarrollo reglamentario, el RD 557/2011 establece los requisitos que deberán reunir estas personas 
para la concesión de la residencia. Entre otros, se encuentra haber permanecido con carácter continuado en 
España durante un periodo mínimo de tres años, sin que las ausencias de España durante este período no 
pueden superar los 120 días; tener vínculos familiares (cónyuge o pareja de hecho registrada, ascendientes 
o descendientes en primer grado y línea directa) con otros extranjeros residentes o con españoles, o 
bien, presentar un informe que acredite su integración social emitido por la Comunidad Autónoma (o el 
Ayuntamiento si la Comunidad Autónoma lo ha autorizado), en cuyo territorio tenga su domicilio habitual.

Son susceptibles por tanto de acceder a esta vía de regularización:

• Quienes llegaron a nuestro país tanto por puesto fronterizo habilitado como quienes accedieron por costa 
o por otros puestos no declarados y que puedan acreditar su permanencia en nuestro país durante al 
menos tres años.

• También los originarios de países a los que en la fecha de su llegada a España no se les exigía autorización 
previa (visa) y pudieron acceder a nuestro país en la búsqueda de un futuro mejor.
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• Esta situación es extensible a quienes tras solicitar asilo político o protección subsidiaria internacional 
hubieran recibido resolución denegatoria siempre que se pudiera probar su estancia en nuestro país 
durante 3 años.

• Es también la alternativa para aquellas personas que a pesar de que en su día tuvieron autorización de 
residencia y trabajo no hubieran podido renovarla por no reunir los requisitos establecidos y que por lo 
tanto hubieran caído en una irregularidad sobrevenida, viéndose obligados a tramitar una nueva solicitud 
para regularizar de nuevo su situación en España.

Esta vía facilita al colectivo de personas migrantes 
que han decidido establecerse en Andalucía y que 
pese a encontrarse plenamente integrados como 
nuevos vecinos andaluces carecen de autorización 
de residencia y trabajo para contar con una plena 
inclusión social, por lo que adquieren especial 
importancia los requisitos establecidos para su 
concesión.

La relevancia de esta opción legal queda acreditada 
por el propio Observatorio Permanente de la 
Inmigración, órgano impulsado por la Secretaría 
General de Inmigración y Emigración del Ministerio 
de Empleo y Seguridad Social del Gobierno de 
España y que aúna el conjunto de la información 
estadística disponible en materia de extranjería, 
inmigración, protección internacional y nacionalidad.

En los últimos datos disponibles, publicados en noviembre de 2020, se recogen las concesiones registradas 
entre los años 2010 y 2019. Solo en el último año se concedieron 83.866 autorizaciones de residencia por 
circunstancias excepcionales entre las que se encuentra el arraigo social.

El art. 68.3 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social dispone que con carácter previo a la concesión de la autorización de arraigo, 
las Comunidades Autónomas, o en su caso los Ayuntamientos emitirán un informe sobre la integración 
social del extranjero cuyo domicilio habitual se encuentre en su territorio.

En su desarrollo reglamentario, el artículo 124.2.c) del Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que 
se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social, tras su reforma por Ley Orgánica 2/2009 determina que el informe de arraigo 
podrá ser emitido por la Corporación local en la que la persona extranjera tenga su domicilio habitual, 
cuando así haya sido establecido por la Comunidad Autónoma competente, siempre que ello haya sido 
previamente puesto en conocimiento de la Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración.

Pues bien, la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, en su artículo 9 se refiere a 
las competencias municipales especificando en su apartado 28 que tendrán como competencias propias 
la ejecución de las políticas de inmigración a través de la acreditación del arraigo para la integración social 
de inmigrantes.

La Dirección General de Inmigración en el ejercicio de sus competencias elaboró y publicó la Instrucción 
DGI/SGRJ/3/2011, sobre aplicación del Reglamento de la LO 4/2000 en materia de informe de arraigo en 
la que se desarrolla el contenido a valorar del informe o de la documentación sobre arraigo:

“De acuerdo con el art. 124.2.c), párrafo tercero, del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, el informe 
o la documentación acreditativa de la existencia de arraigo hará referencia al menos a los siguientes 
extremos: tiempo de permanencia del extranjero en su domicilio habitual, medios económicos con los que 
cuente, vínculos familiares con residente en España y esfuerzos de integración a través del seguimiento 
de programas de inserción sociolaborales y culturales.

“Los Ayuntamientos 
emitirán un informe 
sobre la integración 
social del extranjero 

cuyo domicilio habitual 
se encuentre en su 

territorio”
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e) Sentido favorable o desfavorable del informe en base a la ponderación de los aspectos señalados en 
el art. 124.2.c) del Reglamento de la Ley Orgánica”.

Ante la no aplicación de la citada Instrucción por algunos ayuntamientos andaluces, solicitamos la 
colaboración de la Secretaría General de Migraciones para que nos informara sobre la vigencia de la 
citada Instrucción, facilitando en agosto de 2021 la siguiente información :

“… La regulación contenida en la Instrucción DGI/SGRJ/3/2011 se encuentra operativa, si bien, gracias 
a la observación hecha por el Defensor del Pueblo de Andalucía se ha tomado constancia de que no 
aparece publicada en la página web del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y se 
ha procedido en consecuencia a modificarla e incluirla en aras a favorecer su difusión y facilitar su 
conocimiento”.

Una de las cuestiones más controvertidas en cuanto a la elaboración de estos informes por parte de 
las Corporaciones Locales es la exigencia a los solicitantes del empadronamiento en el municipio en el 
que reside o acreditar una antigüedad mínima en el mismo.

Sobre esta cuestión también, tras nuestra petición, se pronuncia la Secretaria General de Migraciones, 
aclarando los siguientes términos:

“Es preciso señalar que en ningún caso la Instrucción determina que el único medio de prueba de la 
permanencia sea la inscripción en el padrón municipal. A mayores, en la referencia que se hace cuando 
se regula la documentación alternativa a la presentación del informe de arraigo, la instrucción segunda 
apartado II letra b) cita la inscripción padronal u “otros documentos públicos que acrediten su relación 
con instituciones públicas como consecuencia de su presencia en territorio español” especificando 
además que la lista no tiene carácter exhaustivo.

Conviene tener en cuenta también que el artículo 18.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local señala claramente que la inscripción de los extranjeros en el padrón municipal 
no constituirá prueba de su residencia legal en España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera 
la legislación vigente, especialmente en materia de derechos y libertades de los extranjeros en España.

Conforme a lo anterior si el Defensor del Pueblo de Andalucía estimara oportuno advertir a los 
Ayuntamientos andaluces de esta cuestión contaría con el apoyo de esta Secretaría de Estado”.

Pese a la publicación de esta Instrucción y de lo estipulado tanto en la LO 4/2000 de 11 de enero, el 
RD 557/2011 y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía, en nuestra Defensoría 
se registran escritos de queja en los que se pone de manifiesto las dilaciones en la elaboración de los 
informes de inserción propiciadas en muchas ocasiones por la exigencia a los afectados de documentación 
que no se contempla en la normativa de aplicación o de una carencia mínima en el padrón municipal.

Se evidencia asimismo la falta de una interpretación única de la normativa de aplicación, existiendo 
ayuntamientos que dispensan un trato más favorable a los solicitantes de este tipo de informe y otros que, 
por el contrario, partiendo de una exégesis muy restrictiva de la legislación, dificultan a los interesados 
su regularización exigiéndoles requisitos y dilatando los plazos en la tramitación de los informes que 
acrediten su integración.

Esta praxis de la Administración Local propicia que los migrantes se empadronen en aquellos municipios 
en los que la obtención de esta documentación es más sencilla para evitar así retrasos en la tramitación 
de sus autorizaciones de residencia.

Esta situación fue objeto de análisis en los expedientes de queja 21/2464 y 21/8228.

Constatada la relevancia de este informe en la tramitación de los expedientes de arraigo social y los 
perjuicios que ocasiona a sus solicitantes en su proceso de regularización administrativa los retrasos en 
su entrega o la exigencia de requisitos no contemplados en la legislación, esta Institución, en el ejercicio 
de las funciones y competencias solicitará tanto a las Corporaciones Locales como a las Diputaciones 
información sobre los protocolos diseñados para atender a esta población así como los requisitos exigidos 
para comprobar si se ajustan a la normativa e instrucciones de aplicación.
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